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SALA SEGUNDA Nim. de Registro: 1394/92
Seccién Tercera ASUNTO: Recurso de amparo pro-—
EXCMOS. SENORES; movido por don Eduardo Teodoro

Dunkley Navarr»n

Don Luis Lépez Guerra

Don Alvaro Rodriguez Bereijo SOBRE: Contra Sentencia de 1la
Don Julio Gonz&lez Campos Sala Tercera del Tribunal Su-

premo, en apelacién contra la
dictada por 1la Sala de 1lo
Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Provincial de Pal-
ma de Mallorca en los autos
nam. 525/87, sobre expulsién
del territorio nacional.

La Seccidédn ha examinado el recurso de amparo interpuesto

por don Eduardo Teodoro Dunkley Navarro.
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I. ANTECEDENTES

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 2 de junio

de 1992, don Fernando Aragédn Martin, Procurador de los Tribuna-
les y de don Eduardo Teodoro Dunkley Navarro, interpone recurso
de amparo contra la Sentencia de la Sala Tercera (Seccién Sex-
ta) del Tribunal Supremo de 9 de abril de 1992, desestimatoria
recurso de apelacién num. 888/89 promovido contra la
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dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au-
diencia Provincial de Palma de Mallorca, de fecha 24 de febrero
de 1989 (autos nam. 525/87), confirmatoria de la Resolucién de
la Delegacién del Gobierno en la Comunidad Auténoma de Balea-
res, negociado de eXxtranjeros ntm. 887, de 22 de junio de 1987,
desestimatoria, por su parte, del recurso de reposicién inter-
puesto contra Resolucién de esa Delegaciédn de fecha 9 de abril
de 1987, por la que se acuerda la expulsién del recurrente, por
un periodo de tres afios, del territorio nacional.

2, Los hechos en los que se fundamenta la demanda son,
sucintamente expuestos, los que siguen:

a) Por Resolucién de 1la Delegacién del Gobierno en
Baleares de 9 de &ebril de 1987 se acordé la expulsiédn del
recurrente del territorio nacional por un pericdo de tres afios,
en aplicacién de lo establecido en los apartados a), b), d4d) y
f) del art. 26.1 de la Ley Orgénica 7/1985, de 1 de julio, so-
bre Derechos y Libertades de los Extranjeros en Espafia. Por de
22 de Jjunio siguiente se desestimédé el recurso de reposicién
promovido contra la meritada Resolucién.

b) El recurrente interpuso recurso contencioso-
administrativo ante la Audiencia Provincial de Palma de Mallor-
ca, cuya Sala de lo Contencioso-Administrativo dicté Sentencia
desestimatoria de 24 de febrero de 1989 (autos num - 525/87), en’
la que se confirman las Resoluciones administrativas impugna-
das, declaré&ndolas conformes a Derecho. Ello no obstante, la
Sala entendid que la expulsidén sélo procedia por concurrir lo
prevenido en los apartados a) y b) de la Ley Orgénica 7/1985
(no haber' obtenido la prérroga del permiso de residencia ni te-
ner permiso de trabajo), no concurriendo, en cambio, los su-
puestos contemplados en los apartados d) (haber sido condenado
por conducta dolosa castigada con més de un afio de privacién de
libertad) y f) (desarrollar actividades ilegales) del citado
precepto, yvya que, si bien era cierto que habfa sido condenado
por tr&fico de drogas, aun se encontraba pendiente de
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resolucién un recurso de casacién ante el Tribunal Supremo. En
otro orden de cosas, Y pese a reconocer que el recurrente
"tiene sus rafces familiares y patrimoniales en Espafia", la
Sala enténdié que ello no podia impedir la debida aplicacién
del art. 26 de la Ley 7/1985, habiendo quedado acreditado que
pese a que el permiso de residencia le caducd cuando se encon-
traba en prisién provisional, no hizo nada que pusiera de mani-
fiesto su intencién de obtenerlo.

c) Promovido recurso de casacién ante el Tribunal Supre-
mo (recurso num. 888/89) -en el que el ahora recurrente solici-
tdé que se planteara cuestién de inconstitucionalidad sobre el
art. 26.1 a) y b) de la Ley Orgédnica 7/1985-, la Sala Tercera
(Seccién Sexta) de ese Tribunal dicté Sentencia desestimatoria
de 9 de abril de 1992. Confirmando la de instancia, se sostie-
ne, en cambio, qQque también procede la expulsién por concurren-
cia de la circunstancia prevista en el apartado f) del art.
26.1 L.0. 7/1985, dedos los numerosos antecedentes policiales
por tréfico de drogas; asimismo, se acuerda suspender la ejecu-
cién de la expulsién hasta que el recurrente quede libre de
responsabilidad penal en Espafia, esto es, hasta que se ejecute
la condena por tréfico de drogas -si se desestima el recurso de
casacién pendiente- o hasta que quede absuelto por tal delito
~si la casacién es estimada.

3. Se interpone recurso de amparoc contra las resoluciones ju-
diciales y administrativas antedichas, interesando de este Tri-
bunal que dicte Sentencia en la que se decrete su nulidad. Se
solicita ademés, por otrosi, que se suspenda la ejecucién de la
orden de expulsién.

Se sostiene en la demanda que las resoluciones recurri-
das han vulnerado el derecho a la intimidad personal y familiar
(art. 18 C.E.) por cuanto la esposa e hijos del recurrente van
a verse obligados a salir de Espafia, cercenédndoles asi también
su derecho a elegir libremente su lugar de residencia y a
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entrar y salir de Espafia (art. 19 C.E.). De otro lado, se in-
fringiria también el derecho de los hijos del demandante a la
educacién (art. 27.1 C.E.) y el derecho del recurrente y de su
esposa a que sus hifos reciban la formacién moral y religiosa
que esté de acuerdo con sus convicciones (art. 27.3 C.E.), ya
que tanto a unos como a otros se les impide que la educacién
recibida por los primeros sea la espafiola, sin que pueda
arbitrarse como solucién el que los hijos permanezcan en Espafia
con su madre mientras el recurrente permanece en el extranjero,
Ya que entonces se privaria a los hijos de la educacién que pu-
dieran recibir de su padre.

4. Por providencia de 1 de diciembre de 1992, la Secciébén
Tercera de este Tribrnal acordé, de conformidad con lo dispues-
to en el art. 50.3 LJTC, conceder al demandante de amparo y al
Ministerio Fiscal el plazo comin de diez dias para que formula-
ran las alegaciones que estimasen pertinentes acerca de la po-
sible concurrencia de la causa de inadmisién establecida en el
art. 50.1 ¢) LOTC, por carecer la demanda de contenido gque jus-
tifique una resolucién sobre el fondo.

5. La representacidén procesal del recurrente presentd su
escrito de alegaciones en el Juzgado de Guardia el 22 de di-
ciembre de 1992, registrdndose en este Tribunal el dfia siguien-—
te. Tras exponer nuevamente la relacién de hechos ya contenida
en la demanda, se afirma en el escrito de alegaciones que la
cuestidén debatida ofrece un indudable contenido constitucional,
toda vez que las resoluciones impugnadas han de producir como
efecto una disgregacién familiar o la necesidad de que toda la
familia s€ traslade a un pais en el que quizé&s no sea posible
garantizar a todos los miembros de la unidad familiar los dere-
chos que la Constituciédn Espafiola consagra en sus arts. 14 a
29. Después de reiterar que, a su juicio, con las resoluciones
recurridas se infringe lo dispuesto en los arts. 18, 19 y 27 de
la Constitucién, se relaciona toda una serie de documentos
—adjuntos al escrito de alegaciones- demostrativos, para el re-
currente, de 1la relacién del actor con nuestro pais,
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concluyendo con la suplica de que se admita la demanda de ampa-
¥ro.

6. E1 Ministerio Fiscal registré su escrito de alegacio-
nes el 17 de diciembre de 1992. Escrito que se inicia con la
declafacién del Ministerio Fiscal de que, a su juicio, concurre
efectivamente la causa de inadmisién puesta de manifiesto en la
providencia que dio lugar al tré&mite del art. 50.3 LOTC. Sefia—
la, a continuacién, el Ministerio PGblico que el art. 13 de la
Constitucidédn reconoce a los extranjeros los derechos fundamen-—
tales del Titulo I de la Constitucién, si bien con algunas 1i-
mitaciones, entre las que figuran las determinadas por la Ley.
Continla el Ministerio Fiscal con la afirmacién de que la Ley
7/1985 establece la posibilidad de expulsién de los extranjeros
del territorio nacional, lo que, sin duda, limita el ejercicio
del derecho establecido en el art. 19 de la Constitucién. Los
hechos que dan lugar a la orden de expulsién estén previstos en
el art. 26 de la citada Ley, y sobre su existencia -declarada
probada por los Tribunales ordinarios- no puede pronunciarse
este Tribunal, al impedirselo el art. 44.1 b) de su Ley Orgéni-
ca.

De otro lado, continla el Ministerio PuUblico, los fami-
liares del recurrente no han visto limitados los derechos reco-
nocidos en los arts. 18 vy 27 de la Constitucién, sino que dicha
limitacién se habriavproducido, en su caso, respecto del actor,
el cual actlGa exclusivamente en nombre propio. No existe, por
ello, legitimacién activa para hacer valer derechos ajenos; de-
recho que, ademds, no se han invocado tampoco en la via judi-
cial precedente y que afectarian a su esposa (sin duda maydr de
edad) y a unos hijos cuya existencia y edad ni siquiera se
acredita. -

Tampoco puede afirmarse, a juicio del Ministerio Fiscal,
due se haya visto vulnerado el derecho a la intimidad o a la
educacién del demandante, siendo la invocaciér. de esos derechos
meramente retédrica y carente de toda fundamentacidn.
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En consecuencia, el Ministerio Fiscal interesa la inad-
misién del recurso.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Procede confirmar la concurrencia de la causa de in-
admisién puesta de manifiesto en nuestra providencia de primero
de diciembre de 1992, por carecer la demanda, manifiestamente,
de contenido que justifique una resolucién sobre el fondo por
parte de este Tribunal [art. 50.1 c¢) LOTC].

En efecto, entre los preceptos constitucionales cuya in-
fraccién se denuncia -arts. 13, 18, 19 y 27.1 y 3-, unos no
pueden ser objeto del recurso de amparo (asf, art. 13), concu-
rriendo -en este punto- la causa de inadmisién contemplada en
el art. 50.1 b) LOTC; otros sélo podrian fundamentar un amparo
promovido por la esposa del recurrente o por éste en nombre de
sus hijos: tal es el caso con el derecho de los espafioles a en-
trar y salir libremente de Espafia v a elegir su lugar de resi-
dencia (art. 19 C.E.) o con el derecho de sus hijos a recibir
una educaéién (art. 27.1 C.E.); y, finalmente, sélo algunos po-
drian sustentar la pretensién deducida en la demanda: arts. 18
y 27.3 C.E. Sin embargo, respecto de los derechos reconocidos
en estos preceptos -Gnicos que puede alegar el recurrente—, la
demanda carece manifiestamente de contenido que justifique una
resolucién sobre el fondo.

2. No puede sostenerse que la resolucién administrativa
impugnada es contraria al derecho a la intimidad personal y fa-
miliar, a no ser que se entienda que, por definicién, toda
injerencia del Ordenamiento en el &mbito personal y familiar
atenta contra aquel derecho en la medida en que condicione 1la
autonomfa -libérrima- del individuo y de la unidad familiar en
la que se integra, de manera que, inevitablemente, habria que
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concluir con la incostitucionalidad de toda norma que no conta-
ra en su aplicacién con la aquiescencia de sus destinatarios.
La parquedad de la demanda en este punto (como en todos) no
permite adivinar las posibles antinomias existentes entre la
ejecucién de una resolucién aplicativa del Ordenamiento y el
derecho consagrado en el art. 19 C.E., méxime si se considera
—como habré& de verse a continuacidén- que aquella resolucién es
de todo punto irreprochable en su forma y en su contenido.

3. Por su parte, la denunciada infraccién del art. 27.3
C.E. carece asimismo de toda consistencia; de un lado, porque
la orden de expulsién sbé6lo afecta al recurrente, no a su fami-
lia; de otro, porque si su familia permaneciera en Espafia, la
expulsidén del recurrente afectarfa al supuesto derecho de sus
hijos a ser educados por su padre del mismo modo gue una conde-
na privativa de libertad a cumplir en el territorio nacional:
serfa absurdo declarar inconstitucional por infraccién del art.
27 C.E. la reclusién de padres de familia, con independencia de
que, en todo caso, los legitimados para reclamar tal infraccién
serian los hijos, nunca el padre si no es en representacién de
aquéllos, lo que no es ahora el caso.

4. La Unica fundamentacién que, por lo expuesto, podria
motivar el amparo seria una eventual infraccién del derecho a
la tutela judicial efectiva, no apreciable en absoluto y tampo
co denunciada en la demanda. Y ello porque la Resolucién admi-
nistrativa de expulsién se ha dictado en aplicacién de un pre-
cepto (art. 26.1 L.O. 7/1985) que, pese a lo sostenido por el
recurrente ante el Tribunal Supremo -aungue no en la demanda de
amparo—- no ofrece viso alguno de inconstitucionalidad, siendo
-como es— una de las normas (tratado y ley) a las Que se remite
el art. 13.1 C.E. para determinar el alcance con el que los ex-
tranjeros pueden disfrutar en Espafia de los derechos y liberta-
des reconocidos en el Titulo I de la Constitucién, no aprecién-
dose en su contenido inconstitucionalidad de ningtn género.
Ademds, las Sentencias judiciales confirmatorias de aquella Re-
solucidén explican con claridad y correcciédn las razones por las
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que se consideran concurrentes las circunstancias descritas en
los apartados a), b) y (sélo el Tribunal Supremo) £) del citado
art. 26.1 L.0. 7/1985: bésicamente, que el recurrente no inten-
té siquiera renovar su permiso de residencia y que, por los an-—
tecedentes policiales obrantes en autos, se dedicaba a activi-
dades ilegales. En definitiva, ha de colegirse que sélo con ha-
ber demostrado la intencién de regularizar su situacidén como
extranjero (lo que pudo hacer -tanto desde la cércel como una
vez en libertad- y no hizo), los 6érganos jurisdiccionales ordi-
narios hubieran denegado la expulsién por esa causa, aun cuando
hubieran debido de confirmarla por razén de las actividades
ilegales que, como quedé probado y razonado con toda correc-
cibén, venia desarrollando.

En consecuencia, la Seccién acuerda inadmitir el presen-
te recurso de amparo.

Madrid, veintinueve de enero de mil novecientos noventa
Vv tres.




